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JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO

SINCELEJO, SUCRE


Sincelejo, (Sucre), Veintidós (22) de Mayo de dos mil doce (2012).-
VISTOS

Procede el despacho a dictar sentencia de primera instancia, una vez efectuada la verificación de que la aceptación a los cargos que hiciera el soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, como coautor responsable de los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HETEROGENEO Y SUCESIVO CON EL DELITO DE CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, lo hizo en forma libre, consciente y voluntaria, e igualmente, dado que se realizó la respectiva audiencia de individualización de pena y sentencia.

I. HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES
Se narra en la audiencia de formulación de imputación efectuada ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Corozal con función de control de garantías, por parte del Fiscal 53 Especializado de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, que el día 8 de enero de 2008 en la finca “La Juliana” ubicada en el sector Los Moralitos- Charcos de Niza del municipio de Corozal, departamento de Sucre, personal orgánico del batallón Junín del Ejercito Nacional adscrito a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, dieron muerte en un supuesto combate a quien en vida respondía al nombre de RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO apodado “El Pescao”, originario del municipio de Sahagún (Córdoba), lo que se señalaba se había producido en cumplimiento de la Orden de Operaciones “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2 que hace parte de la orden “Cazador I”, cuyo objeto era el de corroborar la presencia delincuencial en esa zona del departamento de Sucre.  

Labores de investigación efectuadas por el ente de persecución penal logran esclarecer estos hechos, encontrando que lo que en realidad había acontecido, era que dicho individuo había sido asesinado por estos miembros del ejercito, haciendo aparecer que esto se dio como respuesta a una agresión de éste sujeto, a quien le colocaron al lado de donde yacía su cuerpo, dos (2) armas de fuego y munición, revelando el peritazgo efectuada a estos elementos, que éstas presentaban condiciones no aptas para este tipo de enfrentamiento, y que además, los proyectiles encontrados en el cuerpo del occiso, no coincidían con la trayectoria de los disparos que hicieron los integrantes del pelotón de la Fuerza de Tarea Conjunta  para la explicación de su reacción.

Concluyéndose en la investigación penal que el señor Rodrigo Antonio Avilés Salgado había sido contactado en el municipio de Sahagún (Córdoba) por un particular, quien mediante engaño le ofreció trabajar como cuidandero en una finca del municipio de Corozal (Sucre), por cuya labor recibiría la suma de $ 650.000,oo mensuales, así como armas para el cuidado de la misma, siendo transportado a dicho municipio por el soldado profesional Iván Darío Contreras Pérez, quien a su vez lo lleva al lugar de los hechos y se lo entrega al sargento Mancilla Mancilla, quien da la orden de disparar simulando un combate y es así como es ultimado. Siendo este el modus operandi utilizado igualmente para la comisión de otros homicidios a ciudadanos oriundos de diferentes municipios de los departamentos de Sucre y Córdoba, cuyo propósito era el de demostrar resultados operacionales, para de esta forma obtener reconocimientos y prebendas de la institución castrense, actuar que se conoce como “falsos positivos”, lo que se traduce en una empresa criminal.
Es de observar que, esta actuación deviene de la ruptura de la Unidad Procesal realizada por la Fiscalía 53 Especializada de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Bogotá D.C., sobre la investigación distinguida con el Código Único de Investigación 702156001038200880005, lo que fue comunicado a este despacho mediante oficio No. 085-F53 DH y DIH del 17 de marzo de 2011.   
II. IDENTIFICACION E INDIVIDUALIZACION DEL SENTENCIADO.
Se trata de IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 92.537.707 expedida en Sincelejo - Sucre, nacido el día 1 de Marzo de 1980 en esta ciudad, apodado “Pichón”, hijo de ALBERTO CONTRERAS y NICOLAZA PEREZ, de estado civil casado con KATIA PATRICIA BERMUDEZ, padre de 3 niños menores de edad, con grado de instrucción hasta décimo (10) de bachillerato en el colegio Instituto Nacional Simón Araújo de Sincelejo, presto sus servicios al Ejército Nacional como soldado profesional en el nudo del paramillo en Córdoba y Antioquia, residente en el Barrio la VICTORIA de esta ciudad.
RASGOS FISICOS: Persona de sexo masculino, de 1.77 metros de estatura, contextura física atlética, color de piel moreno claro, cabello (castaño oscuro, corto, rapado lateral), frente pequeña, cejas (pobladas, separadas y arqueadas), ojos color negro, nariz tamaño grande, dorso aguileño, base amplia, boca grande, labios gruesos, dentadura completa en buen estado, con tratamiento de ortodoncia en desarrollo (breakes parciales), sin bigotes ni barba, orejas grandes, lóbulo adherido, cara (grande, periforme), mentón normal, como señales particulares presenta una cicatriz antigua circular en el brazo derecho a la altura de la muñeca como consecuencia de la picadura de pito que le produjo lesmaniasis, no tiene defectos físicos, ni tatuajes.
III. ACERVO PROBATORIO:
Señala el artículo 382 de C.P.P. que son medios de conocimiento la prueba testimonial, la prueba pericial, la prueba documental, la prueba de inspección, los elementos materiales probatorios, evidencia física, o cualquier otro medio técnico o científico, que no viole el ordenamiento jurídico.
En el presente caso, la Fiscalía General de la Nación presenta como los medios de conocimiento sobre los cuales debe erigirse el juicio de reproche en contra del sentenciado los siguientes: 

· Interrogatorios de indiciados efectuados a los miembros de la patrulla militar del batallón Junín adscrita a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, en la que reconocen que el señor Rodrigo Antonio Avilés Salgado, no fue muerto en combate como se hizo creer, sino que fue asesinado en estado de indefensión e inferioridad, con el objeto de presentarlo como un logro en operación militar, para obtener reconocimiento y prebendas de la institución castrense a la que pertenecían.
· Interrogatorio de indiciado efectuado al soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, quien fue el que transportó al señor Rodrigo Antonio Avilés Salgado del municipio de Sahagún (Córdoba) al municipio de Corozal (Sucre), el cual le fue entregado por un particular, encargándose de ponerlo a disposición de la patrulla que lo asesinó.
· Interrogatorio de indiciado efectuado a DANIEL GUERRA RUIZ, quien fue el particular que contacto al señor Rodrigo Antonio Avilés Salgado, para ofrecerle trabajo en una finca en el municipio de Corozal, y fue el encargado de entregárselo al reclutador militar IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ. 
· Experticio técnico balístico, que arroja que las armas encontradas al lado del cuerpo del occiso Rodrigo Antonio Avilés Salgado, no eran aptas para un combate, dada su estado de conservación, ya que presentaban obsolescencia.
· Protocolo de necropsia realizado al occiso Rodrigo Antonio Avilés Salgado, que determina que los proyectiles encontrados en dicho cuerpo, presentan inconsistencia en la trayectoria del ángulo de los disparos con la versión de que se trató de un combate.
· Acta de las audiencias preliminares de formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, efectuadas ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Corozal con función de control de garantías de fecha 2 de diciembre de 2010.
· Acta de preacuerdo suscrito entre el fiscal 53 Especializada de UNDH-DIH y el señor Iván Darío Contreras Pérez de fecha 2 de diciembre de 2010, suscrita igualmente por el defensor y el representante de las víctimas.
IV. CONSIDERACIONES
Consagra el artículo 381 de la Ley 906/2004, que para proferir sentencia condenatoria se requiere el conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, con fundamento en las pruebas debatidas en el juicio. Además, se precisa que la sentencia de condena, no podrá fundarse exclusivamente en prueba de referencia.

Entre tanto, el artículo 380 de dicha norma adjetiva, establece los criterios de valoración probatoria, enseñando que los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la evidencia física se apreciaran en conjunto, cuyo fin es llevar al conocimiento del Juez más allá de toda duda razonable, los hechos y circunstancias materia de juicio, y los de la responsabilidad penal del acusado como autor o participe.
En el presente caso, encontramos que en la audiencia preliminar de formulación de imputación efectuada ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Corozal con función de control de garantías,  se endilgó por la Fiscalía 53 Especializada de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Bogotá D.C. al soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, el cargo de ser coautor del punible de HOMICIDIO AGRAVADO (artículos 103 y 104 causales 4 y 7 del C.P.) en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO (inc. 2 del artículo 340 del C.P., modificado por el artículo 19 de la Ley 1121/06), los que fueron aceptados por éste sujeto en el preacuerdo suscrito con la Fiscalía General de la Nación de fecha 2 de diciembre de 2010.
No obstante dicha aceptación de cargos, vemos que este despacho judicial mediante sentencia condenatoria datada 26 de Noviembre de 2010, radicada bajo el Nº. 2010-00003-00, condenó a este mismo sujeto por el delito de Concierto Para Delinquir Agravado, la cual fue apelada oportunamente por el condenado y confirmada por la Sala Penal del Honorable Tribunal Superior de Sucre en decisión del 5 de Abril de 2011, providencia que ha cobrado ya su grado de ejecutoria, no pudiéndose revivirse “una acción penal ya agotada” y respecto “de un mismo hecho no es viable la persecución penal simultanea por autoridades judiciales distintas”, tal y como lo señaló la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, M.P. Jorge Aníbal Gómez Gallego, Sentencia de Enero 18 de 2001, Expediente 14190).
La dogmática penal ha señalado que una de las garantías básicas que forman parte del debido proceso es la cosa juzgada (reí judicata), en virtud de la cual las sentencias judiciales que ponen fin a una controversia adquieren firmeza una vez ejecutoriadas, esto es, se tornan inmutables vinculantes y definitivas, cumpliendo de esta forma  una función pacificadora en beneficio de la seguridad jurídica, pues el asunto resuelto, en principio, no puede ser objeto de una nueva decisión, para que prevalezca el imperio de la justicia y la verdad material, como fines del Estado.

A este respecto, la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia en sentencia del 11 de febrero de 2004, radicado No. 21781, señaló lo siguiente:

“(…..) En materia penal existe pues, un vínculo muy estrecho entre los principios de la cosa juzgada y del non bis in ídem, a tal punto que la jurisprudencia ha llegado a afirmar que este último constituye la aplicación del principio más general de la cosa juzgada al ius puniendi.  Ciertamente, la Corte ha reconocido esa estrecha relación al considerar que “la prohibición que se deriva del principio de la cosa juzgada, según la cual los jueces no pueden tramitar y decidir procesos judiciales con objeto y causa idénticos a los de juicios de la misma índole previamente finiquitados por otro funcionario judicial, equivale, en materia sancionatoria, a la prohibición de "someter dos veces a juicio penal a una persona por un mismo hecho, independientemente de si fue condenada o absuelta",  que se erige en el impedimento fundamental que a jueces y funcionarios con capacidad punitiva impone el principio de non bis in ídem.(…) Esta prohibición del doble enjuiciamiento, o principio del “non bis in ídem” o también llamado “ne bis in ídem”, busca evitar que las personas estén sujetas a investigaciones permanentes por un mismo acto”.
Atendiendo lo anterior, debemos decir que en el asunto sub-examine se evidencia que el concierto para delinquir en el que participaron integrantes del comando de Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre y del que formó parte el encartado soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, tenía como fin cometer delitos de homicidio, lo que se hacía bajo un mismo modus operandi, consistente en reclutar mediante engaño a personas residentes en diferentes municipios de los departamentos de Sucre y Córdoba, a quienes les ofrecían darles trabajo en fincas con una buena remuneración, y posteriormente las hacían aparecer como dadas de baja en combate como miembros de organizaciones criminales, y de esta manera, obtener reconocimiento y prebendas de sus superiores y de la institución militar a la que pertenecían, lo que aconteció con la víctima de este delito Rodrigo Antonio Avilés Salgado apodado “El pescao”.

Por lo que, la doble sanción negativa, de la misma naturaleza, corresponde a las consecuencias del mismo comportamiento del encartado y a un doble enjuiciamiento por la misma conducta y mal haría este despacho entrar a proferir sentencia condenatoria frente a la comisión de la conducta de CONCIERTO PARA DELIQUIR AGRAVADO, pues se estaría atentando contra las garantías procesales del sindicado, dado que dicho reato fue penado por este juzgado en la sentencia mencionada, aspecto este que fue señalado por este despacho en la audiencia de estudio y aprobación de este preacuerdo de fecha 24 de abril de la presente anualidad, en la cual se modificó por la fiscalía los términos del mismo, en el sentido de retirar de los cargos el delito de concierto para delinquir agravado, verificándose que se aceptaba por el acusado la comisión en consecuencia del delito de homicidio agravado en las circunstancias de modo tiempo y lugar que le fueron imputados en la audiencia de formulación de imputación, razón por la cual se absolverá de dicha conducta delictiva.
De lo anterior se colige, que no obstante la absolución por el cargo del delito de concierto para delinquir agravado que es objeto el sentenciado, se considera prorrogada la competencia de este despacho judicial, con fundamento en el artículo 55 de la Ley 906/04, como quiera que no se trata de un aforado y, la competencia del juzgamiento del otro cargo aceptado de homicidio agravado no corresponde a funcionario de superior jerarquía.
En cuanto a la conducta punible de Homicidio Agravado (artículo 104 numerales 4 y 7 del C.P.) que le fuera imputado a éste sujeto, tenemos lo siguiente:

La ocurrencia del homicidio de quien en vida respondía al nombre de Rodrigo Antonio Avilés Salgado apodado “El pescao”, se demostró con la diligencia de inspección a cadáver, a través de la cual se pudo determinar que su muerte fue ocasionada con arma de fuego, cuyo cadáver fue hallado el día 8 de enero de 2008 al frente de la finca La Juliana ubicada en el sector Los Moralitos- Charcos de Niza del municipio de Corozal, departamento de Sucre. 

También se cuenta con el informe pericial de necropsia, a través de éste medio de prueba documental se demostró que el deceso de éste sujeto, fue consecuencia natural y directa de CHOQUE TRAUMATICO, debido a HERIDAS MULTISISTEMATICAS, producidas con PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO. 

Informe de campo FPJ-11 suscrito por funcionario de policía judicial, ilustrado con distintas imágenes fotográficas sobre el estado que presentó  AVILEZ SALGADO, como medio de prueba de documentación fotográfica del cadáver de éste, realizada en Medicina Legal de la ciudad de Sincelejo, Sucre.
Igualmente se cuenta con los interrogatorios de indiciados obtenidos por la Fiscalía 53 Especializada de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario a los miembros de la patrulla militar del batallón Junín adscrita a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre que participaron en la operación “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2 en la que se dio de baja simulando un combate a Rodrigo Antonio Avilés Salgado apodado “El pescao”, como fueron: Sargento Segundo JOSE WILMER MANCILLA, los soldados profesionales ORLANDO YAÑEZ PEREZ, CARLOS DORIA MEZA, WILMER DIAZ ESPITIA, ALEXANDER ESPITIA PETRO, JULIO CAMARGO RODRIGUEZ, CLAUDIO MURILLO SUAREZ y CABER MESA CONTRERAS, quienes señalan que quien llevó a la víctima al teatro de operaciones fue el soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ.
Ahora que, en lo que tiene que ver con la antijuridicidad de la conducta ejercida por el soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, vemos que esta se encuentra demostrado en el hecho de haber participado en la muerte de quien en vida respondía al nombre de Rodrigo Antonio Avilés Salgado, vulnerando con dicho actuar el bien jurídicamente tutelado de la vida e integridad personal de esa víctima.
En lo que atañe a su responsabilidad penal, vemos que ésta queda patentada con los elementos materiales probatorios y evidencia física que fueron señalados por la fiscalía en la primigenia audiencia de formulación de imputación, en los que se establece que el aquí acusado participó como coautor en el homicidio de Rodrigo Antonio Avilés Salgado, siendo su papel y misión, recoger a la víctima desde el municipio de Sahagún (Córdoba) y llevarlo al teatro de operaciones “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2, para que simulara la baja de éste sujeto, para así demostrar eficacia operacional, cargo que acepta en el preacuerdo suscrito con la fiscalía, lo que hace en forma libre, consciente y voluntaria, pudiéndose llegar a la conclusión inequívoca de que su actuar fue intencional, pues conocía la ilicitud de su conducta y quiso llevarla a cabo.

Se sintetiza, la actuación procesal en que ese allanamiento a los cargos que hiciera el procesado, tiene un caudal de medios cognoscitivos que la confirman en la veracidad de la responsabilidad penal que asume mediante esa modalidad de terminación abreviada del proceso, porque los mismos nos enseñan más allá de toda duda y traen un conocimiento serio, sincero y veraz, existiendo el convencimiento de que en efecto el soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, es responsable como coautor del delito de homicidio agravado, conducta que ejecutó de manera dolosa, y sin que aparezcan demostrado que actuó amparado por alguna de las causales de ausencia de responsabilidad penal de las que vienen consagradas  en el artículo 32 del C.P.

V. PUNIBILIDAD.
Consagra el artículo 103 del Código Penal el delito de  HOMICIDIO, el cual describe lo siguiente: “El que matare a otro, incurrirá en prisión de trece (13) a veinticinco (25) años”. 

De otra parte, el artículo 104 del Código Penal consagra las circunstancias de agravación punitiva de este delito, señalando en los numerales 4 y 7 lo siguiente: “La pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere, por motivo abyecto o fútil (numeral 4), o colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación (numeral 7”).

A las penas anteriores, habrá que aumentarse la tercera parte en el mínimo y la mitad en el máximo, de conformidad con lo que consagra el artículo 14 de la Ley 890/04, quedando los quantum punitivos de 400 meses a 600 meses de prisión, o lo que es lo mismo, de 33 años y 4 meses a 50 años. 

En el presente caso, dado que las partes llegan a un acuerdo sobre la pena a imponer, consistente en que se parte del cuarto mínimo de la pena señalada por la ley, el cual es de cuatrocientos (400) meses de prisión, al cual se le hace una rebaja de la mitad de conformidad con lo señalado en el artículo 351 del C.P., quedando por tanto una pena a imponer de doscientos (200) meses prisión, o lo que es lo mismo, dieciséis (16) años y ocho (8) meses de prisión, no aplicándose el sistema de cuartos tal y como lo establece el artículo 3 de la Ley 890/04 que adicionó un último inciso al artículo 61 del C.P.
En síntesis, se sancionará a IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ a la pena principal de DOSCIENTOS (200) MESES DE PRISION, o lo que es lo mismo, dieciséis (16) años y ocho (8) meses de prisión, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal de prisión, como coautor responsable del punible de HOMICIDIO AGRAVADO del cual resultó ultimado el señor RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO, debiendo cumplir el sentenciado la sanción privativa de la libertad en el centro de reclusión que para el efecto determine el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC).  

VII. DE LOS MECANISMOS SUSTITUTOS DE LA PENA.
El subrogado penal de la condena de ejecución condicional, previsto por el artículo 63 del C.P, dispone que el juez podrá suspender la ejecución de la sentencia por un periodo de prueba de dos a cinco años a favor del condenado, siempre que la pena impuesta sea de arresto o que no supere los tres (3) años de prisión, y que por otra parte, los antecedentes, personalidad del procesado, así como la modalidad del hecho punible permitan al juzgador suponer que el sindicado no requiere tratamiento penitenciario. En el presente caso la ausencia del presupuesto objetivo impide concederlo, por lo que se negará al sentenciado tal beneficio.

VIII. PRISIÓN DOMICILIARIA.

Para la sustitución de la pena de prisión intramural por la domiciliaria, encuentra el Despacho que tampoco se satisface el requisito objetivo que contempla el artículo 38 del C.P, por cuanto la pena mínima prevista por la ley para el delito de homicidio agravado analizado rebasa la exigencia del límite de cinco años, circunstancia que torna innecesario entrar en el análisis del factor subjetivo. 

Reconocer al sentenciado como parte de la pena de prisión fijada, el tiempo que ha permanecido privado de la libertad en razón de este proceso.

Una vez ejecutoriada esta decisión, remítase la actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para lo de su cargo.

Esta providencia puede ser impugnada mediante el recurso ordinario de apelación previsto en el artículo 176 del C.P.P. 

En firme esta decisión, dese cumplimiento a los artículos 53 del C.P. y 166 del C.P.P. 

Por lo expuesto, el JUZGADO UNICO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SINCELEJO, SUCRE, administrando JUSTICIA en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. ABSOLVER a IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, de condiciones civiles y personales consignadas en el expediente, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

2. DECLARAR a IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, de condiciones civiles y personales referidas en esta determinación, penalmente responsable del delito de HOMICIDIO AGRAVADO, del cual resultó víctima el señor RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO, en calidad de coautor, conforme a las motivaciones plasmadas en el cuerpo de esta providencia.
3. En consecuencia, CONDENAR a IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, a la pena principal de DOSCIENTOS (200) MESES DE PRISIÓN, o lo que es lo mismo, DIECISEIS (16) AÑOS y OCHO (8) MESES DE PRISIÓN, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal de prisión, debiendo cumplir el acusado la sanción privativa de la libertad en el centro de reclusión que para el efecto determine el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC).  

4. DECLARAR que no son procedentes a favor de IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, la condena de ejecución condicional ni la prisión domiciliaria, acorde con lo advertido en las consideraciones de este fallo.  

5. Se tendrá como parte cumplida de la pena el tiempo que el condenado lleve privado de la libertad por cuenta de este proceso.

6. Una vez ejecutoriada esta decisión, remítase la actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para la vigilancia y cumplimiento de la pena al condenado.

7. Esta providencia puede ser impugnada mediante el recurso ordinario de apelación previsto en el artículo 176 del C.P.P. 

8. En firme esta decisión, dese cumplimiento a los artículos 53 del C.P. y 166 del C.P.P. 

Notifíquese en estrados, y en firme lo decidido, Cúmplase.

JUAN CARLOS CASTILLA CRUZ         EDUARDO MATHIEUS CRUZ

Juez                                                      Secretario
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